
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
Auto Interlocutorio No. 223 

 
PROCESO No.    76001-33-33-011-2018-00093-00 
DEMANDANTE:  COLPENSIONES 
DEMANDADO:   DORIS LOPEZ 
MEDIO DE CONTROL:    LESIVIDAD 
 
Ref. auto que aplica el Art. 13 del Decreto 806 de 2020. 
 
En el marco de la declaratoria de emergencia sanitaria decretada por el Gobierno 
Nacional por causa del nuevo Coronavirus COVID-191,  se expidió el Decreto 
Legislativo N° 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica”. 
 
El referido Decreto, dispuso para la jurisdicción contencioso administrativa la 
posibilidad de proferir sentencia anticipada, en los siguientes eventos: 
 

“Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El 
juzgador deberá dictar sentencia anticipada:  
 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho 
o no fuere necesario practicar pruebas. caso en el cual correrá traslado para 
alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de 
la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito.  
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 
común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 
juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 
traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 
allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 
por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 
juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. Si en el 
proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición, deberá realizarse 
conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del 
juez, se entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado los 
peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén pendientes de 
tramitar o resolver.  
 
3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 1437 
de 2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; la 
conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta de legitimación 
en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o se proferirá 
por escrito. En este caso no se correrá traslado para alegar.  

                                                           
1 Mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social, declaró el estado de 
emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 
2020, medida que se prorrogó hasta el 31 de agosto de 2020, mediante la Resolución 844 del 26 de mayo ogaño, con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015. 
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4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 
1437 de 2011”. 

 
De conformidad con lo anterior, una vez revisado el proceso de marras, el 
despacho encuentra procedente dar aplicación a lo previsto en el numeral 1° del 
artículo 13 del Decreto legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, toda vez que 
se trata de un asunto de puro derecho, pues lo que se pretende es la Nulidad de 
la Resolución GNR 416381 del 23 de diciembre de 2015, mediante la cual 
Colpensiones ordenó la reliquidación de la pensión de vejez a favor de la 
demandada y no se hace necesaria la práctica de pruebas ya que las aportadas 
por las partes resultan suficientes para resolver el fondo del asunto. 
 
En tal sentido, previo a dictar sentencia anticipada, se decretarán como pruebas 
las aportadas por las partes del proceso en las oportunidades probatorias 
previstas en el artículo 212 del CPCA y se ordenará correr el respectivo traslado 
a las partes, para que presenten sus alegatos de conclusión y al Ministerio 
Público, para que se pronuncie mediante concepto si a bien lo tiene, según lo 
previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 
 
En mérito de lo anterior, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 
1. DECRÉTAR como pruebas las documentales aportadas por las partes con la 
demanda y la contestación. 

 
2. CORRER traslado a las partes para presentar por escrito sus alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del presente 
proveído. Asimismo, CÓRRASE traslado al Ministerio Público para la 
presentación del respectivo concepto, si a bien lo tiene. 
 
3. APLICAR el numeral 1 del artículo 13 del Decreto legislativo 806 de 2020 y en 
consecuencia, una vez en firme esta decisión, y habiendo trascurrido el término 
previsto para presentar alegatos de conclusión, se procederá dictar sentencia 
anticipada en el asunto.  
 
4. NOTIFICAR la presente decisión a las partes y al Ministerio Público, mediante 
inserción en estado, según lo dispone el artículo 201 de la Ley 1437 de 2011, en 
concordancia con el artículo 9 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
   

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 
 
 

ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 
Juez Once Administrativo de Cali  

 
 
 
 
 

Firmado Por: 
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ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  

JUEZ  
JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 

DEL CAUCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
e7941befdab75404366f90b10c61de63e36389209dbbcadc45b233e21fb8274e 

Documento generado en 05/11/2020 04:19:47 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto de dos mil veinte (2020) 

 
Auto Interlocutorio No. 739 

 
PROCESO No.    76001-33-33-011-2016-00134-00 
DEMANDANTE:  VIRGILIO MENDEZ RAMIREZ 
DEMANDADO:   DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
MEDIO DE CONTROL:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO    

LABORAL 
 
Ref. auto que aplica el Art. 13 del Decreto 806 de 2020. 
 
1. En el marco de la declaratoria de emergencia sanitaria decretada por el 
Gobierno Nacional por causa del nuevo Coronavirus COVID-191,  se expidió el 
Decreto Legislativo N° 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 
 
El referido Decreto, dispuso para la jurisdicción contencioso administrativa la 
posibilidad de proferir sentencia anticipada, en los siguientes eventos: 
 

“Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El 
juzgador deberá dictar sentencia anticipada:  
 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. caso en el cual correrá 
traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito.  
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 
común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 
juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 
traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes 
podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se 
dará traslado por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás 
intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o 
colusión. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición, 
deberá realizarse conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta 
petición por parte del juez, se entenderán desistidos los recursos que 
hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que 
estén pendientes de tramitar o resolver.  
 
3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 
1437 de 2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; 
la conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta de 
legitimación en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o 

                                                           
1 Mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social, declaró el estado de 
emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 
2020, medida que se prorrogó hasta el 31 de agosto de 2020, mediante la Resolución 844 del 26 de mayo ogaño, con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015. 



76001-33-33-011-2016-00134-00 
Traslado para Alegatos de Conclusión previo a Dictar Sentencia Anticipada - Art. 13 Decreto 806 de 2020. 

 2 

se proferirá por escrito. En este caso no se correrá traslado para alegar.  
 
4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 
1437 de 2011”. 

 
De conformidad con lo anterior, una vez revisado el proceso de marras, el 
despacho encuentra procedente dar aplicación a lo previsto en el numeral 1° 
del artículo 13 del Decreto legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, toda vez 
que se trata de un asunto de puro derecho, pues lo que se pretende es la 
nulidad parcial de la Resolución No 8705 del 28 de octubre de 2015, por medio 
de la cual se reconoce la sanción moratoria del personal administrativo de 
régimen anualizado del Departamento del Valle del Cauca, en virtud del 
Acuerdo de Restructuración de Pasivos -Ley 550 de 1999, y no se hace 
necesaria la práctica de pruebas ya que las aportadas por las partes resultan 
suficientes para resolver el fondo del asunto. 
 
En tal sentido, previo a dictar sentencia anticipada, se decretarán como pruebas 
únicamente las documentales aportadas por las partes del proceso en las 
oportunidades probatorias previstas en el artículo 212 del CPCA, absteniéndose 
el Despacho de decretar las pruebas documentales requeridas por la parte 
actora, por considerarlas innecesarias, como quiera que las que obran en el 
expediente resultan suficientes para resolver el fondo del asunto; además, se 
ordenará correr el respectivo traslado a las partes, para que presenten sus 
alegatos de conclusión y al Ministerio Público, para que se pronuncie mediante 
concepto si a bien lo tiene, según lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
2. Por otra parte la abogada CATHERINE CAICEDO ARIAS, en memorial 
visible a folio 117 del plenario, manifiesta que renuncia al poder otorgado por el 
Departamento del Valle del Cauca, en atención de que se dio por terminado el 
contrato de prestación de servicios con el referido ente territorial, allegando 
prueba de que dicha decisión fue comunicada a la entidad, razón por la cual se 
aceptará su renuncia de conformidad con el inciso 4 del artículo 76 del C.G.P. 
 
En mérito de lo anterior, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 
1. DECRÉTAR como pruebas las documentales aportadas por las partes con la 
demanda y la contestación. 
 
2. NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 
demandante por considerarse innecesaria, como quiera que las pruebas que 
obran en el expediente resultan suficientes para resolver el fondo del asunto. 

 
3. CORRER traslado a las partes para presentar por escrito sus alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del presente 
proveído. Asimismo, CÓRRASE traslado al Ministerio Público para la 
presentación del respectivo concepto, si a bien lo tiene. 
 
4. APLICAR el numeral 1 del artículo 13 del Decreto legislativo 806 de 2020 y 
en consecuencia, una vez en firme esta decisión, y habiendo trascurrido el 
término previsto para presentar alegatos de conclusión, se procederá dictar 
sentencia anticipada en el asunto.  
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. 
 
5. ACEPTAR la renuncia presentada por la abogada CATHERINE CAICEDO 
ARIAS, como apoderada de la parte demandada, de conformidad con el artículo 
76 del C.G.P.  
 
6. NOTIFICAR la presente decisión a las partes y al Ministerio Público, 
mediante inserción en estado, según lo dispone el artículo 201 de la Ley 1437 
de 2011, en concordancia con el artículo 9 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 
 
 

ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 
Juez Once Administrativo de Cali  

 
 
 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
9eb99da26f62fbafcec22298519bdc9e0f4419b9189e0c73edea334e108f12a4 

Documento generado en 05/11/2020 04:19:45 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
Auto Interlocutorio No. 738 

 
PROCESO No.    76001-33-33-011-2016-00098-00 
DEMANDANTE:  DIEGO ADOLFO RANGEL RAMIREZ 
DEMANDADO:   DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
MEDIO DE CONTROL:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO    

LABORAL 
 
Ref. auto que aplica el Art. 13 del Decreto 806 de 2020. 
 
En el marco de la declaratoria de emergencia sanitaria decretada por el 
Gobierno Nacional por causa del nuevo Coronavirus COVID-191,  se expidió el 
Decreto Legislativo N° 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 
 
El referido Decreto, dispuso para la jurisdicción contencioso administrativa la 
posibilidad de proferir sentencia anticipada, en los siguientes eventos: 
 

“Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El 
juzgador deberá dictar sentencia anticipada:  
 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. caso en el cual correrá 
traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito.  
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 
común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 
juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 
traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes 
podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se 
dará traslado por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás 
intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o 
colusión. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición, 
deberá realizarse conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta 
petición por parte del juez, se entenderán desistidos los recursos que 
hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que 
estén pendientes de tramitar o resolver.  
 
3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 
1437 de 2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; 
la conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta de 
legitimación en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o 

                                                           
1 Mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social, declaró el estado de 
emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 
2020, medida que se prorrogó hasta el 31 de agosto de 2020, mediante la Resolución 844 del 26 de mayo ogaño, con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015. 
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se proferirá por escrito. En este caso no se correrá traslado para alegar.  
 
4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 
1437 de 2011”. 

 
De conformidad con lo anterior, una vez revisado el proceso de marras, el 
despacho encuentra procedente dar aplicación a lo previsto en el numeral 1° 
del artículo 13 del Decreto legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, toda vez 
que se trata de un asunto de puro derecho, pues lo que se pretende es la 
nulidad parcial de la Resolución No 8705 del 28 de octubre de 2015, por medio 
de la cual se reconoce la sanción moratoria del personal administrativo de 
régimen anualizado del Departamento del Valle del Cauca, en virtud del 
Acuerdo de Restructuración de Pasivos -Ley 550 de 1999, y no se hace 
necesaria la práctica de pruebas ya que las aportadas por las partes resultan 
suficientes para resolver el fondo del asunto. 
 
En tal sentido, previo a dictar sentencia anticipada, se decretarán como pruebas 
únicamente las documentales aportadas por las partes del proceso en las 
oportunidades probatorias previstas en el artículo 212 del CPCA, absteniéndose 
el Despacho de decretar las pruebas documentales requeridas por la parte 
actora, por considerarlas innecesarias, como quiera que las que obran en el 
expediente resultan suficientes para resolver el fondo del asunto; además, se 
ordenará correr el respectivo traslado a las partes, para que presenten sus 
alegatos de conclusión y al Ministerio Público, para que se pronuncie mediante 
concepto si a bien lo tiene, según lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
En mérito de lo anterior, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 
1. DECRÉTAR como pruebas las documentales aportadas por las partes con la 
demanda y la contestación. 
 
2. NEGAR el decreto de las pruebas documentales solicitadas por la parte 
demandante por considerarse innecesaria, como quiera que las pruebas que 
obran en el expediente resultan suficientes para resolver el fondo del asunto. 

 
3. CORRER traslado a las partes para presentar por escrito sus alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del presente 
proveído. Asimismo, CÓRRASE traslado al Ministerio Público para la 
presentación del respectivo concepto, si a bien lo tiene. 
 
4. APLICAR el numeral 1 del artículo 13 del Decreto legislativo 806 de 2020 y 
en consecuencia, una vez en firme esta decisión, y habiendo trascurrido el 
término previsto para presentar alegatos de conclusión, se procederá dictar 
sentencia anticipada en el asunto.  
 
5. NOTIFICAR la presente decisión a las partes y al Ministerio Público, 
mediante inserción en estado, según lo dispone el artículo 201 de la Ley 1437 
de 2011, en concordancia con el artículo 9 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
   

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
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ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 
Juez Once Administrativo de Cali  

 
 
 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
8269853d49a0d62ffe18d80c51962374f6a495bed3f85bbfe245cfb48bf67f9d 

Documento generado en 05/11/2020 04:19:42 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE SANTIAGO DE CALI 
 

Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

 
Auto Interlocutorio No. 707 

 
RADICACION:  76001-33-33-011-2019-00341- 00 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO LABORAL.  
DEMANDANTE:  YOLANDA AMAYA VIVEROS  
DEMANDADO:  NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 
 
REF. ADMISORIO.  
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 
de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio de 
2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 de 
julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el cual 
se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando con 
recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del protocolo y, 
la segunda, de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a 
fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que ha 
retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del despacho, 
toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la ejecución de la 
segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha la anterior 
aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente asunto:  
 

I. ASUNTO.  
 

Mediante Auto interlocutorio N° 035 del veintiuno (21) de enero de dos mil veinte 
(2020), el despacho inadmitió la presente demanda con el fin de que se subsanen 
los defectos anotados en la referida providencia, concediéndole a la parte actora el 
término de diez (10) días para ello, so pena de rechazó.  
 

                                                           
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  



Dentro del término de ley, se allegó escrito de subsanación del cual se verifica que 
el actor discriminó debidamente las pretensiones aclarando los hechos de la 
demanda, indicó la dirección de notificaciones del demandante y a su vez aporto 
las copias de la corrección para el traslado a las partes involucradas en el 
presente litigio.  
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que en la providencia mediante la cual se 
inadmitió la demanda ya se analizaron todos los requisitos establecidos en la ley 
para la admisión, entre ellos la jurisdicción, la competencia, el cumplimiento de los 
requisitos de procedibilidad, caducidad, y que sobre los mismos el despacho no 
tuvo ningún reparo, salvo los señalados en tal providencia, los cuales fueron 
subsanados, se  
 

DISPONE: 
 

1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora YOLANDA AMAYA 
VIVEROS, contra la NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL 
Y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, en ejercicio del medio de control 
de Nulidad y Restablecimiento de derecho. 
 

2. NOTIFICAR por estado electrónico esta providencia a la parte demandante 

mediante inserción en el estado, según lo dispone el artículo 9 del Decreto 

806 de 2020 y al correo electrónico que se registra en la demanda. 

 

3. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  
8 del Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de 
esta providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 
3.1 Al representante del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, o a quien 

este haya delegado la facultad de recibir notificaciones judiciales.  
 

3.2 Al representante del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, o a 
quien este haya delegado la facultad de recibir notificaciones judiciales. 

 
3.3 Al agente del MINISTERIO PUBLICO delegado ante este Juzgado 

Administrativo.  
 

3.4  Al director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 
ESTADO o a quien este haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones.  

 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 

días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 

correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 
4. CORRER TRASLADO de la demanda a las entidades demandadas 

NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL al MUNICIPIO DE 
SANTIAGO DE CALI, MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, por el término de 30 
días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, plazo 
que comenzará a correr conforme se determina en el artículo 199 ibidem 
modificado por el artículo 612 del C.G.P. 
 



La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado 

se enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 

conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

. 
 
 
 

5. PREVENGASE a las entidades demandadas para que con la contestación 
de la demanda le dé cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del 
C.P.A.C.A, y allegue el expediente administrativo completo que contenga 
los antecedentes del acto acusado.  Lo anterior deberá remitirse a través de 
mensaje de datos a los canales digitales dispuestos por el demandante y el 
Despacho, teniendo en cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 2020 
 

6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fija gastos 
procesales por cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de 
control deben adelantarse a través de los diferentes medios tecnológicos y 
canales digitales habilitados para efectos del proceso. Decreto 806 de 
2020. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez Once Administrativo de Cali 

 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
5066b0aa9b42fc0a3a76180911965fc745cf30cee2960c0ce86168eeb4e05f72 

Documento generado en 05/11/2020 04:19:40 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



REPÚBLICA DE COLOMBIA – RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI 
 
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 712 
 

Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 
 

REFERENCIA   : 76001-33-33-011-2020-00060-00 
MEDIO DE CONTROL : EJECUTIVO  
EJECUTANTE  : DORA ALICIA OCHOA VARGAS  
EJECUTADO  : MUNICIPIO DE PALMIRA 
 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 
16 de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el 
país atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad 
denominada COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-
OMS, como una pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio 
con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene 
realizando con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los 
parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de 
personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes 
a fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que 
ha retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del 
despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la 
ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha 
la anterior aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente 
asunto:  
 

ASUNTO 
 
La señora DORA ALICIA OCHOA VARGAS mediante apoderado judicial, 
instaura demanda ejecutiva en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, para que 
previos los trámites de ley se libre mandamiento de pago a su favor por las 
sumas de dinero ordenadas en la sentencia del 30 de noviembre de 2015 

                                                           
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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proferida en por este Despacho Judicial, e igualmente por los intereses y costas 
procesales. 
 

CONSIDERACIONES 
 

i. DEL TÍTUTO EJECUTIVO CON BASE EN SENTENCIA JUDICIAL 
 

Consagra el numeral 6 del artículo 104 del CPACA, que son del conocimiento 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa “Los ejecutivos derivados de las 
condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, (…)”, 
en consecuencia este Despacho tiene competencia para conocer de la presente 
demanda ejecutiva derivada de la providencia condenatoria proferida. 
 
Por su parte el artículo 297 del CPACA, estipula que constituyen título ejecutivo 
las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad al 
pago de sumas dinerarias. 
 
Igualmente prevé el numeral 2 del artículo 114 del CGP que “las copias de las 
providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo requerirán 
constancia de su ejecutoria”   
 
En el caso que nos ocupa la parte ejecutante presenta como título ejecutivo 
copia auténtica de la sentencia proferida el 30 de noviembre de 2015. (fls. 34 a 
41)  
 
ii. EXIGIBILIDAD DE LAS SENTENCIAS DE CONDENA CONTRA 

ENTIDADES PÚBLICAS.  
 

Siendo que las sentencias objeto de recaudo judicial fueron expedidas en 
vigencia de la Ley 1437 de 2011, se advierte que conforme al artículo 192 del 
CPACA, esta puede ser ejecutada luego de 10 meses de su ejecutoria.  
 
En el caso bajo estudio se observa que la sentencia presentada como título 
ejecutivo, quedo ejecutoriada el 19 de febrero de 2016 (fl. 41), en consecuencia 
se establece que el término de ley antes descrito se encuentra más que 
vencido, por tanto se cumple el requisito de la exigibilidad. 
 
 
iii. COMPETENCIA 
 
Conforme lo establece el numeral 9 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, la 
competencia para conocer de la ejecución de las condenas impuestas por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, radica en el Juez que profirió la 
providencia respectiva, en el caso bajo estudio, este Despacho fue quien 
admitió la demanda ordinaria que dio origen a la ejecución y profirió la 
sentencia, por lo que prevalece el factor de conexidad.  
 
iv. PROCEDIMENTO 
 
Siendo que el CPACA no consagra un trámite para los procesos ejecutivos, es 
preciso dar aplicación a la remisión expresa prevista en el artículo 306 ibídem, 
el cual dispone que en cuanto a los aspectos no contemplados en este código, 
se seguirá el Código de Procedimiento Civil, actualmente Código General del 
Proceso (CGP), en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y 
actuaciones que correspondan a esta misma Jurisdicción, por ende el trámite 
que habrá de imprimírsele al presente asunto será el correspondiente al Código 
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General del Proceso, sin perjuicio de la notificación del auto que libra 
mandamiento de pago, la cual se efectuará de manera personal en los términos 
del artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 del CGP, toda vez 
que así lo dispone de manera expresa dicha normativa. 

  
v. CASO EN CONCRETO 

   
De la revisión del asunto bajo estudio, encontramos que efectivamente en la 
sentencia de 30 de noviembre de 2015 proferida por este Despacho Judicial, se 
declaró la nulidad del oficio TRD 1151.6.1-1353 del 21 de junio de 2013, 
mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de servicios a la 
señora DORA ALICIA OCHOA VARGAS, ordenando a título de restablecimiento 
del derecho al reconocimiento y pago de la prima de servicios desde el 18 de 
junio de 2010, con la correspondiente indexación.  
 
Así las cosas se librará mandamiento de pago por la suma reconocida en la 
sentencia, por los intereses y las costas procesales; providencia que se 
encuentra debidamente notificada y ejecutoriada. 
 
En consideración a lo anteriormente expuesto, este Juzgado 
 
 

R  E  S  U  E  L  V  E: 
 

PRIMERO: LIBRAR mandamiento de pago a favor de la señora DORA ALICIA 
OCHOA VARGAS, y en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, con base en las 
obligaciones contenidas en la sentencia del 30 de noviembre de 2015 proferida 
en primera instancia por este Despacho Judicial, sobre las sumas de dinero que 
corresponden al siguiente orden: 
 

1. Por el capital correspondiente a la prima de servicios en los términos 
señalados en la sentencia que dio origen a la ejecución.  
 

2. Por los intereses a que hubieren lugar, desde la fecha en que se hicieron 
exigibles, hasta cuando se pague la obligación.  
 

3. Por las costas procesales del proceso ordinario que ascienden a la suma 
de cuatrocientos noventa y siete mil novecientos pesos m/cte. 
($497.900,oo) 
 
 

SEGUNDO: Ordenar a la entidad ejecutada MUNICIPIO DE PALMIRA, cumpla 
con la obligación de pagar a la parte ejecutante, las sumas anteriormente 
señaladas dentro del término de cinco (5) días siguientes a la notificación personal 
de esta providencia. 
 
TERCERO: NOTIFICAR por estado electrónico esta providencia a la parte 
ejecutante mediante inserción en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020 y al correo electrónico que se registra en la demanda, en 
los términos del artículo 205 del C.P.A.C.A.  
 
CUARTO: Notifíquese personalmente el mandamiento de pago, mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales al 
MUNICIPIO DE PALMIRA y al MINISTERIO PÚBLICO. La copia de la 
demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se enviarán por el 
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mismo medio de conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 
2020. 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 
hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a 
partir del día siguiente al de la notificación.  

 
QUINTO: El término de traslado de la demanda a la entidad ejecutada, y al 
Ministerio Público es de DIEZ (10) días, conforme se determina en el artículo 
442 del C.G.P. 
 
Dentro de dicho término, de conformidad a lo establecido en el artículo 442 del 
C.G.P., la entidad demandada podrá proponer excepciones de mérito previstas 
en el numeral 2, expresando los hechos en que se funden, acompañando las 
pruebas relacionadas con ellas.  
  
En el mismo término, el Ministerio Público podrá pronunciarse si a bien lo tiene.   
 
SEXTO: Sobre las costas del presente proceso ejecutivo se resolverá en su 
debida oportunidad legal. 
 
SEPTIMO: RECONOCER personería al abogado RUBEN DARIO GIRALDO 
MONTOYA identificado con la C.C. Nº 10.248.428 y T.P. Nº 120.489 del C.S. 
de la J., para que represente a la ejecutante en los términos y para los efectos 
del poder conferido, el que obra a folio 32 del expediente. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
 

JUEZ ONCE ADMINISTRATIVA DE CALI 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
59ae6ef5d1319a4113f53715764f944f98841cc5c22fe1957a997ed1b697937c 

Documento generado en 05/11/2020 04:19:37 p.m. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA – RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI 
 
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 711  
 

 
Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
 

REFERENCIA   : 76001-33-33-011-2020-00059-00 
MEDIO DE CONTROL : EJECUTIVO  
EJECUTANTE  : MARIA PIEDAD ROJAS MONSALVE  
EJECUTADO  : MUNICIPIO DE PALMIRA 
 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 
16 de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el 
país atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad 
denominada COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-
OMS, como una pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio 
con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene 
realizando con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los 
parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de 
personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes 
a fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que 
ha retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del 
despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la 
ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha 
la anterior aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente 
asunto:  

ASUNTO 
 
La señora MARIA PIEDAD ROJAS MONSOLVE mediante apoderado judicial, 
instaura demanda ejecutiva en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, para que 
previos los trámites de ley se libre mandamiento de pago a su favor por las 
sumas de dinero ordenadas en la sentencia del 6 de octubre de 2014 proferida 

                                                           
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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en por este Despacho Judicial, e igualmente por los intereses y costas 
procesales. 
 

CONSIDERACIONES 
 

i. DEL TÍTUTO EJECUTIVO CON BASE EN SENTENCIA JUDICIAL 

 
Consagra el numeral 6 del artículo 104 del CPACA, que son del conocimiento 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa “Los ejecutivos derivados de las 

condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, (…)”, en 
consecuencia este Despacho tiene competencia para conocer de la presente 
demanda ejecutiva derivada de la providencia condenatoria proferida. 
 
Por su parte el artículo 297 del CPACA, estipula que constituyen título ejecutivo 
las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad al 
pago de sumas dinerarias. 
 
Igualmente prevé el numeral 2 del artículo 114 del CGP que “las copias de las 
providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo requerirán constancia de su 
ejecutoria”   

 
En el caso que nos ocupa la parte ejecutante presenta como título ejecutivo 
copia auténtica de la sentencia proferida el 6 de octubre de 2014. (fls. 35 a 53)  
 
ii. EXIGIBILIDAD DE LAS SENTENCIAS DE CONDENA CONTRA 

ENTIDADES PÚBLICAS.  
 

Siendo que las sentencias objeto de recaudo judicial fueron expedidas en 
vigencia de la Ley 1437 de 2011, se advierte que conforme al artículo 192 del 
CPACA, esta puede ser ejecutada luego de 10 meses de su ejecutoria.  
 
En el caso bajo estudio se observa que la sentencia presentada como título 
ejecutivo, quedo ejecutoriada el 21 de octubre de 2014 (fl. 53), en consecuencia 
se establece que el término de ley antes descrito se encuentra más que 
vencido, por tanto se cumple el requisito de la exigibilidad. 
 
 
iii. COMPETENCIA 
 
Conforme lo establece el numeral 9 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, la 
competencia para conocer de la ejecución de las condenas impuestas por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, radica en el Juez que profirió la 
providencia respectiva, en el caso bajo estudio, este Despacho fue quien 
admitió la demanda ordinaria que dio origen a la ejecución y profirió la 
sentencia, por lo que prevalece el factor de conexidad.  
 
iv. PROCEDIMENTO 
 
Siendo que el CPACA no consagra un trámite para los procesos ejecutivos, es 
preciso dar aplicación a la remisión expresa prevista en el artículo 306 ibídem, 
el cual dispone que en cuanto a los aspectos no contemplados en este código, 
se seguirá el Código de Procedimiento Civil, actualmente Código General del 
Proceso (CGP), en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y 
actuaciones que correspondan a esta misma Jurisdicción, por ende el trámite 
que habrá de imprimírsele al presente asunto será el correspondiente al Código 
General del Proceso, sin perjuicio de la notificación del auto que libra 
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mandamiento de pago, la cual se efectuará de manera personal en los términos 
del artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 del CGP, toda vez 
que así lo dispone de manera expresa dicha normativa. 

  
v. CASO EN CONCRETO 

   
De la revisión del asunto bajo estudio, encontramos que efectivamente en la 
sentencia de 6 de octubre de 2014 proferida por este Despacho Judicial, se 
declaró la nulidad del oficio TRD 1151.3.905 del 8 de febrero de 2013, mediante 
el cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de servicios a la señora 
MARIA PIEDAD ROJAS MONSALVER, ordenando a título de restablecimiento 
del derecho al reconocimiento y pago de la prima de servicios con la 
correspondiente indexación.  
 
Así las cosas se librará mandamiento de pago por la suma reconocida en la 
sentencia y por los intereses; providencia que se encuentra debidamente 
notificada y ejecutoriada. 
 
En consideración a lo anteriormente expuesto, este Juzgado 
 
 

R  E  S  U  E  L  V  E: 
 

PRIMERO: LIBRAR mandamiento de pago a favor de la señora MARIA 
PIEDAD ROJAS MONSALVE, y en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, con 
base en las obligaciones contenidas en la sentencia del 6 de octubre de 2014 
proferida en primera instancia por este Despacho Judicial, sobre las sumas de 
dinero que corresponden al siguiente orden: 
 

1. Por el capital correspondiente a la prima de servicios en los términos 
señalados en la sentencia que dio origen a la ejecución.  
 

2. Por los intereses a que hubieren lugar, desde la fecha en que se hicieron 
exigibles, hasta cuando se pague la obligación.  
 

SEGUNDO: Ordenar a la entidad ejecutada MUNICIPIO DE PALMIRA, cumpla 
con la obligación de pagar a la parte ejecutante, las sumas anteriormente 
señaladas dentro del término de cinco (5) días siguientes a la notificación personal 
de esta providencia. 
 
TERCERO: NOTIFICAR por estado electrónico esta providencia a la parte 
ejecutante mediante inserción en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020 y al correo electrónico que se registra en la demanda, en 
los términos del artículo 205 del C.P.A.C.A.  
 
CUARTO: Notifíquese personalmente el mandamiento de pago, mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales al 
MUNICIPIO DE PALMIRA y al MINISTERIO PÚBLICO. La copia de la 
demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se enviarán por el 
mismo medio de conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 
2020. 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 
hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a 
partir del día siguiente al de la notificación.  
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QUINTO: El término de traslado de la demanda a la entidad ejecutada, y al 
Ministerio Público es de DIEZ (10) días, conforme se determina en el artículo 
442 del C.G.P. 
 
Dentro de dicho término, de conformidad a lo establecido en el artículo 442 del 
C.G.P., la entidad demandada podrá proponer excepciones de mérito previstas 
en el numeral 2, expresando los hechos en que se funden, acompañando las 
pruebas relacionadas con ellas.  
  
En el mismo término, el Ministerio Público podrá pronunciarse si a bien lo tiene.   
 
SEXTO: Sobre las costas del presente proceso ejecutivo se resolverá en su 
debida oportunidad legal. 
 
SEPTIMO: RECONOCER personería al abogado RUBEN DARIO GIRALDO 
MONTOYA identificado con la C.C. Nº 10.248.428 y T.P. Nº 120.489 del C.S. 
de la J., para que represente a la ejecutante en los términos y para los efectos 
del poder conferido, el que obra a folio 32 del expediente. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
 

JUEZ ONCE ADMINISTRATIVA DE CALI 
 

 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA – RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI 
 
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 710 
 

 
Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
 

REFERENCIA   : 76001-33-33-011-2020-00058-00 
MEDIO DE CONTROL : EJECUTIVO  
EJECUTANTE  : EDILIA DILMERY CHAMORRO ACOSTA  
EJECUTADO  : MUNICIPIO DE PALMIRA 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 
16 de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el 
país atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad 
denominada COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-
OMS, como una pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio 
con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene 
realizando con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los 
parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de 
personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes 
a fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que 
ha retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del 
despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la 
ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha 
la anterior aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente 
asunto:  

ASUNTO 
 
La señora EDILIA DILMERY CHAMORRO ACOSTA mediante apoderado 
judicial, instaura demanda ejecutiva en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, 
para que previos los trámites de ley se libre mandamiento de pago a su favor 
por las sumas de dinero ordenadas en la sentencia del 9 de octubre de 2014 

                                                           
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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proferida en por este Despacho Judicial, e igualmente por los intereses y costas 
procesales. 
 

CONSIDERACIONES 
 

i. DEL TÍTUTO EJECUTIVO CON BASE EN SENTENCIA JUDICIAL 
Consagra el numeral 6 del artículo 104 del CPACA, que son del conocimiento 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa “Los ejecutivos derivados de las 

condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, (…)”, en 
consecuencia este Despacho tiene competencia para conocer de la presente 
demanda ejecutiva derivada de la providencia condenatoria proferida. 
 
Por su parte el artículo 297 del CPACA, estipula que constituyen título ejecutivo 
las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad al 
pago de sumas dinerarias. 
 
Igualmente prevé el numeral 2 del artículo 114 del CGP que “las copias de las 
providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo requerirán constancia de su 
ejecutoria”   

 
En el caso que nos ocupa la parte ejecutante presenta como título ejecutivo 
copia auténtica de la sentencia proferida el 9 de octubre de 2014. (fls. 28 a 45)  
 
ii. EXIGIBILIDAD DE LAS SENTENCIAS DE CONDENA CONTRA 

ENTIDADES PÚBLICAS.  
 

Siendo que las sentencias objeto de recaudo judicial fueron expedidas en 
vigencia de la Ley 1437 de 2011, se advierte que conforme al artículo 192 del 
CPACA, esta puede ser ejecutada luego de 10 meses de su ejecutoria.  
 
En el caso bajo estudio se observa que la sentencia presentada como título 
ejecutivo, quedo ejecutoriada el 27 de octubre de 2014 (fl. 46), en consecuencia 
se establece que el término de ley antes descrito se encuentra más que 
vencido, por tanto se cumple el requisito de la exigibilidad. 
 
 
iii. COMPETENCIA 
 
Conforme lo establece el numeral 9 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, la 
competencia para conocer de la ejecución de las condenas impuestas por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, radica en el Juez que profirió la 
providencia respectiva, en el caso bajo estudio, este Despacho fue quien 
admitió la demanda ordinaria que dio origen a la ejecución y profirió la 
sentencia, por lo que prevalece el factor de conexidad.  
 
iv. PROCEDIMENTO 
 
Siendo que el CPACA no consagra un trámite para los procesos ejecutivos, es 
preciso dar aplicación a la remisión expresa prevista en el artículo 306 ibídem, 
el cual dispone que en cuanto a los aspectos no contemplados en este código, 
se seguirá el Código de Procedimiento Civil, actualmente Código General del 
Proceso (CGP), en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y 
actuaciones que correspondan a esta misma Jurisdicción, por ende el trámite 
que habrá de imprimírsele al presente asunto será el correspondiente al Código 
General del Proceso, sin perjuicio de la notificación del auto que libra 
mandamiento de pago, la cual se efectuará de manera personal en los términos 
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del artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 del CGP, toda vez 
que así lo dispone de manera expresa dicha normativa. 

  
v. CASO EN CONCRETO 

   
De la revisión del asunto bajo estudio, encontramos que efectivamente en la 
sentencia de 9 de octubre de 2014, proferida por este Despacho Judicial, se 
declaró la nulidad del oficio TRD 1151.3.0255 del 25 de enero de 2013, 
mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de servicios a la 
señora EDILIA DILMERY CHAMORRO ACOSTA, ordenando a título de 
restablecimiento del derecho al reconocimiento y pago de la prima de servicios 
con la correspondiente indexación.  
 
Así las cosas se librará mandamiento de pago por la suma reconocida en la 
sentencia y por los intereses providencia que se encuentra debidamente 
notificada y ejecutoriada. 
 
En consideración a lo anteriormente expuesto, este Juzgado 
 
 

R  E  S  U  E  L  V  E: 
 

PRIMERO: LIBRAR mandamiento de pago a favor de la señora EDILIA 
DILMERY CHAMORRO ACOSTA, y en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, 
con base en las obligaciones contenidas en la sentencia del 9 de octubre de 
2014, proferida en primera instancia por este Despacho Judicial, sobre las 
sumas de dinero que corresponden al siguiente orden: 
 

1. Por el capital correspondiente a la prima de servicios en los términos 
señalados en la sentencia que dio origen a la ejecución.  
 

2. Por los intereses a que hubieren lugar, desde la fecha en que se hicieron 
exigibles, hasta cuando se pague la obligación.  
 

SEGUNDO: Ordenar a la entidad ejecutada MUNICIPIO DE PALMIRA, cumpla 
con la obligación de pagar a la parte ejecutante, las sumas anteriormente 
señaladas dentro del término de cinco (5) días siguientes a la notificación personal 
de esta providencia. 
 
TERCERO: NOTIFICAR por estado electrónico esta providencia a la parte 
ejecutante mediante inserción en el estado, según lo dispone el artículo 9 del 
Decreto 806 de 2020 y al correo electrónico que se registra en la demanda, en 
los términos del artículo 205 del C.P.A.C.A.  
 
CUARTO: Notifíquese personalmente el mandamiento de pago, mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales al 
MUNICIPIO DE PALMIRA y al MINISTERIO PÚBLICO. La copia de la 
demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se enviarán por el 
mismo medio de conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 
2020. 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 
hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a 
partir del día siguiente al de la notificación.  
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QUINTO: El término de traslado de la demanda a la entidad ejecutada, y al 
Ministerio Público es de DIEZ (10) días, conforme se determina en el artículo 
442 del C.G.P. 
 
Dentro de dicho término, de conformidad a lo establecido en el artículo 442 del 
C.G.P., la entidad demandada podrá proponer excepciones de mérito previstas 
en el numeral 2, expresando los hechos en que se funden, acompañando las 
pruebas relacionadas con ellas.  
  
En el mismo término, el Ministerio Público podrá pronunciarse si a bien lo tiene.   
 
SEXTO: Sobre las costas del presente proceso ejecutivo se resolverá en su 
debida oportunidad legal. 
 
SEPTIMO: RECONOCER personería al abogado RUBEN DARIO GIRALDO 
MONTOYA identificado con la C.C. Nº 10.248.428 y T.P. Nº 120.489 del C.S. 
de la J., para que represente a la ejecutante en los términos y para los efectos 
del poder conferido, el que obra a folio 32 del expediente. 
 
 

 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
JJUEZ ONCE ADMINISTRATIVA DE CALI 

 
 

 

Firmado Por: 

 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 

DEL CAUCA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 5 de noviembre del año dos mil veinte (2020) 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO N° 709 

 
                                                                              

RADICADO:           76001-33-33-011-2020-00057-00 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y  RESTABLECIMIENTO DEL 

                              DERECHO LABORAL.     

DEMANDANTE:  JORGE ELIECER LAVERDE RAMIREZ 

DEMANDADO:                   COLPENSIONES 

 

 

REF. CONFLICTO DE JURISDICCION  
 
 

Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 de 
marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país 
atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada 
COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una 
pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas 
excepciones.  
 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio de 
2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama Judicial, 
cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 de julio de 
2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el cual se previó 
en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando con recursos 
existentes en la Rama Judicial siguiendo los parámetros del protocolo y, la segunda, 
de gestión externa con apoyo de personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el despacho 
entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a fin de utilizar 
las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de 
los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo dispone el Decreto Legislativo 
806 de 2020, a pesar de no contar con las herramientas tecnológicas idóneas para 
su efectiva realización, cuestión que ha retrasado el cumplimiento de las actividades 
procesales por parte del despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no 
se iniciado la ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de 
Expedientes; hecha la anterior aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el 
siguiente asunto:  

 
 
 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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I. ASUNTO 
 

En el presente caso la apoderada del señor JORGE ELIECER LAVERDE RAMIREZ, 
presentó ante los Juzgados Laborales del Circuito de Palmira, demanda ordinaria 
contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES-, 
dirigida a que entre otras cosas, se declare que el demandante tiene derecho a que 
se le reconozca y pague la Pensión de Vejez, en los términos de la ley 100 de 1993, 
en concordancia con los artículos 2 y 9 de la ley 797 de 2003, y que dicha pensión es 
compatible con la de Jubilación extralegal que le concedió la extinta EMPRESA 
PÚBLICA MUNICIPAL DE PALMIRA con Resolución N° 01057 del 31 de agosto de 
1995.  
 
Indica el actor que, COLPENSIONES mediante Resolución N° SUB-229838 del 24 
de agosto de 2019, le negó su solicitud, decisión que fue confirmada en su integridad 
en el trámite tanto del recurso de reposición, como de apelación. 
 
Una vez sometida a reparto la demanda, correspondió su conocimiento al JUZGADO 
2 LABORAL DEL CIRCUITO DE PALMIRA, quienes con auto del 3 de marzo del año 
en curso,2 rechazaron de plano la demanda por falta de Jurisdicción, argumentando 
sin más reparos que “el demandante presto sus servicios laborales en el 
Municipio de Palmira, por lo tanto fue empleado público”, como consecuencia de 
lo anterior y de conformidad con el artículo 104 del CPACA, indicó que la 
competencia es del Juez Administrativo de Cali, por lo que se ordenó remitir el 
expediente a esta jurisdicción, asignándose a este Despacho Judicial.  
 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

El artículo 104 del C.P.A.C.A. -cláusula especial de competencia- la jurisdicción 
contenciosa está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución y 
en las leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, que sean sujetos al derecho administrativo, en 
donde resulten involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan 
funciones administrativas.  
 
Dicha disposición normativa efectúa una enunciación frente a los asuntos que esta 
jurisdicción conocerá, entre éstos, aquellos derivados de la relación legal y 
reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los 
mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho 
público (numeral 4°). 
 
Por su parte, la misma codificación (ley 1437 de 2011) preceptúa qué asuntos no 
conoce esta jurisdicción, y para el caso que nos ocupa, es menester referirnos a 
aquella consagrada en el numeral 4° del artículo 105, que dispone: 
 

“(…) 4. Los conflictos de carácter laboral surgidos entre las entidades públicas y 
sus trabajadores oficiales.”  

 
Ahora, frente a la jurisdicción ordinaria laboral, el numeral 1° del artículo 2° del 
Código de Procedimiento Laboral –Decreto 2158 de 1948-, en materia de 
competencia contempla: 
 

                                                 
2 Folio 150-151 
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 “Artículo 2º. Competencia general. La Jurisdicción ordinaria, en sus 
especialidades laborales y de seguridad social conoce de: 1. Los conflictos 
jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo (…)”. 

 
Por lo tanto, de las dos normas antes mencionadas se infiere que los conflictos que 
surjan entre los trabajadores oficiales y las entidades públicas, deben ser decididos 
por la jurisdicción ordinaria. 
 

III. CASO CONCRETO 
 
Así las cosas, del estudio de asunto de marras encuentra el Juzgado que no es 
competente para avocar el conocimiento del mismo, pues se tiene que las 
controversias laborales que son de conocimiento de la jurisdicción contencioso 
administrativa, se limita exclusivamente a aquellos en los que exista una relación 
legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, en los demás casos, 
la competencia escapa del control por esta jurisdicción, debiéndose asumir por la 
ordinaria. 
 
En atención a lo anterior, examinado el presente caso se evidencia que no existe una 
relación legal o reglamentaria entre el demandante y el Estado que faculte a ésta 
Judicatura para asumir su conocimiento, por cuanto se observa que de las pruebas 
allegadas al plenario que el demandante Jorge Eliecer Laverde Ramírez, ostentaba 
la condición de trabajador oficial.  
 
Como prueba de dicha afirmación se observa que en la Resolución N° SUB 229838 
del 24 de agosto de 2019, por medio de la cual se negó el reconocimiento y pago de 
la pensión de vejez, se lee textualmente: 3 

 

“Que revisado el documento adjuntado se evidencia certificado del MUNICIPIO 
DE PALMIRA que con fecha del 9 de julio del año 2019; donde se manifiesta lo 
siguiente: 
 
En atención a la petición Nro. PQR20190012356 radicada el 4 de julio de 2019, 
me permito manifestarle que revisada la historia laboral del señor LAVERDE 
RAMIREZ JORGE ELIECER identificado con cedula de Ciudadanía Nro. 
16.257.806 de Palmira Valle, se evidencia que fue Trabajador Oficial del 
Municipio de Palmira (…)”. (Subrayado del despacho) 
 

Por otra parte, se allegó el oficio 2019-171.5.1561 del 8 de julio del año 
inmediatamente anterior el cual señala: 4 

 

“En atención a la petición Nro. PQR20190012356 radicada el 4 de julio de 2019, 
le comunico que revisada su historia laboral, se pudo observar que el acto 
administrativo por medio del cual se hizo el reconocimiento de la jubilación 
determinó que usted ostentaba en ese momento condición de trabajador 
oficial (…)”. (Subrayado del despacho) 

 
Adicionalmente se cuenta con la copia de la Resolución N° 01057 del 31 de agosto 
de 1995, mediante la cual el Gerente de las Empresas Publicas Municipales de 
Palmira acepta la renuncia del actor y se decreta una jubilación, el cual en la parte 
resolutiva se registra: 5 
 

“ARTICULO  PRIMERO: Acéptese la renuncia del señor JORGE ELIECER 
LAVERDE a partir del 31 de Agosto de 1995 del cargo de AUXILIAR PLAZA DE 
MERCADO adscrito a la SUBGERENCIA OPERATIVA.  

                                                 
3 Folio 7 inverso. 
4 Folio 27 
5 Folio 31 
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ARTICULO SEGUNDO: Concédase el beneficio de la pensión de jubilación 
proporcional a la plena al trabajador oficial JOREGE ELICER LAVERDE  (…)”. 
(Subrayado del despacho) 

 
Finalmente, se señala que el Juzgado 12 Administrativo de Cali dentro del trámite de 
la acción Popular N° 2009-00114-00, en providencia del 17 de mayo de 2011, aprobó 
el pacto de cumplimiento, en el cual se estipuló: 6  
 

“PRE-ACUERDO (…) 
 
Trabajadores Oficiales.  
 
a) Se reconoce la legalidad de las pensiones de jubilación otorgadas a los 

trabajadores oficiales de Empresas Públicas de Palmira, hoy asumidas por 
el Municipio de Palmira, razón por la cual no se demandaran las mismas, 
por haber sido conferidas en virtud de convenciones colectivas que gozan 
de presunción de legalidad. 

 
Por disposición de la ley 142 de 1994 en los artículos 17 y 41, todas las 
personas vinculadas con las antiguas Empresas Públicas Municipales de 
Palmira, adquirieron la calidad de trabajadores oficiales, razón por la 
cual se les aplica las normas convencionales  (…)”. (Subrayado del 
despacho) 

 
Así las cosas, evidentemente el presente litigio surge primero por un tema que es 
inherente al Sistema de Seguridad Social Integral; y segundo, se origina entre un 
trabajador oficial y la entidad administradora del sistema de pensiones –
COLPENSIONES-.  
 
Siendo entonces el accionante un trabajador oficial, este juzgado no puede dirimir la 
controversia que se adelanta, pese a la naturaleza de la entidad pública, pues el 
factor que determina la jurisdicción en este asunto no es la entidad sino la calidad del 
sujeto y sus funciones desempeñadas. En este orden de ideas, se propondrá el 
conflicto negativo de jurisdicción por lo ya enunciado en precedencia.  
 
Así las cosas, considera este Despacho Judicial que el conocimiento y trámite debe 
recaer sobre el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Palmira, por lo que de 
conformidad con lo dispuesto en el numeral 2° de la Ley 270 de 1996, se dispondrá 
la remisión del expediente al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA – SALA 
JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA, para que ésta Corporación dirima el conflicto 
negativo de Jurisdicción planteado en esta providencia 

 
En consecuencia se, DISPONE:  

 
 

PRIMERO: SIN LUGAR avocar conocimiento del asunto remitido por el Juzgado 2 
Laboral del Circuito de Palmira y en consecuencia DECLARAR FALTA DE 
JURISDICCIÓN para conocer de la presente demanda, conforme a lo expuesto en 
precedencia.  
 
SEGUNDO: PROPONER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA ante la 
SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA. Por tanto, por Secretaría Remítase el expediente digital ante dicha 
corporación para lo de su competencia. 
 

                                                 
6 Folio 86-104 
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TERCERO: DEJAR las constancias a que haya lugar en el Sistema Siglo XXI.  
 

 
NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE, 

 
 
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 

 

  
 
 
 

Firmado Por: 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE 
DEL CAUCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 5 de noviembre del año dos mil veinte (2020) 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO N° 708 

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00053-00  
DEMANDANTE: NANCY HURTADO VALDERRAMA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-
SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 

 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 
16 de marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el 
país atendiendo a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad 
denominada COVID-19, catalogada por la Organización Mundial de la Salud-
OMS, como una pandemia, decisión que fue prorrogada hasta el mes de junio 
con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio 
de 2020 y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama 
Judicial, cuyo protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 
de julio de 2020, además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el 
cual se previó en dos fases: la primera, de gestión interna que se viene 
realizando con recursos existentes en la Rama Judicial siguiendo los 
parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión externa con apoyo de 
personal experto. 
 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el 
despacho entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes 
a fin de utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo 
dispone el Decreto Legislativo 806 de 2020, a pesar de no contar con las 
herramientas tecnológicas idóneas para su efectiva realización, cuestión que 
ha retrasado el cumplimiento de las actividades procesales por parte del 
despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se iniciado la 
ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes; hecha 
la anterior aclaración, el despacho pasa a pronunciarse sobre el siguiente 
asunto:  

I. ASUNTO 
 

                                                 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, 
corresponde al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el 
10 de marzo del 2020, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del 
acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo configurado 
con ocasión a la petición elevada ante el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio – Municipio de Santiago de Cali – Secretaría de 
Educación el día 11 de septiembre de 2018, mediante la cual la demandante 
solicitó que su mesada pensional sea pagada y reajustada anualmente con 
base a los ordenamientos consignados en el numeral 5º del artículo 8º de la Ley 
91 de 1989 y en el artículo 1º de la Ley 71 de 1988, respectivamente; y 
consecuencialmente, la devolución de los dineros superiores al 5% 
descontados por concepto de E.P.S. de su mesada pensional, incluidas las 
mesadas pensionales de junio y diciembre y que el ajuste anual de la pensión 
sea en la misma proporción en que se incrementa el salario mínimo legal 
mensual y no con base en al porcentaje del I.P.C., reportado por el DANE. 
 
Es de advertir que en la referida solicitud como pretensión subsidiaria se señaló 
que en el caso de que se considere que la actora se le debe aplicar el régimen 
establecido en la Ley 812 de 2013, se le reintegren debidamente indexados los 
descuentos a salud del 12% que se le han venido realizando a las mesadas 
adicionales de junio y diciembre. 
 

1. Jurisdicción2: Revisada la demanda se tiene que ésta jurisdicción es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se 
encuentra originado en un acto administrativo expedido por una entidad 
pública, relativo a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, administrado 
por una persona de derecho público.   
 

2. Competencia3: Igualmente, se considera que este juzgado es 
competente, dado que se trata de un asunto de carácter laboral, que no 
proviene de un contrato de trabajo, en la cual se controvierte un acto 
administrativo cuya cuantía fue estimada en trece millones trescientos 
sesenta y ocho mil setecientos treinta y tres pesos ($13.368.733.oo), la 
cual no excede de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes4 , y el último lugar donde se prestaron los servicios por parte de 
la demandante corresponde al Municipio de Cali – Valle del Cauca.  
 

3. Requisitos de procedibilidad5: Como el asunto versa sobre la legalidad 
de un derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son las 
pensiones, la controversia se suscita frente a un derecho imperativo y no 
frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es exigible la 
conciliación como requisito previo para demandar.  
 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que 
tratándose de un acto producto del silencio negativo de la administración, 
la demandante bien puede acudir directamente a demandar el acto 
presunto. 
 

                                                 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley 1437 de 2011. 
4 $43.890.150. 
5 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
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4. Caducidad6: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda7:  
 

 La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

 Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

 El acto administrativo demandado fue individualizado. 

 Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y 
numerados). 

 Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

 Se solicitaron pruebas. 

 Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

 Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde 
recibirán notificaciones.  
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 11 de 
septiembre de 2018, dirigida a la entidad demandada, que dio origen al 
acto administrativo ficto o presunto, como resultado del silencio negativo 
de la administración, visible a folios 27 a 29. Igualmente fue presentado 
con la demanda la copia de la misma y los anexos para notificación de 
las partes y el Ministerio Público, así como el poder para actuar visible a 
folio 24, el cual faculta al apoderado, siendo concordante su objeto con la 
demanda.  
 

Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales 
establecidos en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá 
imprimirle el trámite previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir 
las respectivas órdenes según el artículo 171 ibídem. 
  
En consecuencia se, DISPONE:  
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora NANCY HURTADO 
VALDERRAMA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y el 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE EDUCACION, en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
 
2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados por el Decreto 
806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta providencia y de la 
demanda, a los siguientes sujetos:  
 

2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y el MUNICIPIO DE 
SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE EDUCACION (Art.159 
C.P.A.C.A), o a quienes éstas hayan delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 
 

                                                 
6 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
7 Art. 162 conocordantes con  los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este    
           Juzgado   Administrativo.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA 
DEL ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones judiciales. 

 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 
días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 
correr a partir del día siguiente al de la notificación.  

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades demandadas LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO y el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-
SECRETARIA DE EDUCACION, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de 30 días, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que 
comenzará a correr conforme se determina en el artículo 199 ibidem modificado 
por el artículo 612 del C.G.P.  
 
La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 
enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 
conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

. 
4. PREVÉNGASE a las entidades demandadas para que con la contestación de 
la demanda le de cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y 
allegue el expediente administrativo completo que contenga la petición del 11 
de septiembre de 2018. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de 
datos a los canales digitales habilitados por el demandante y el Despacho, 
teniendo en cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor mediante inserción en el estado, 
según lo dispone el artículo 9 del Decreto 806 de 2020 y al correo electrónico 
que se registra en la demanda, en los términos del artículo 205 del C.P.A.C.A.  
 
6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fija gastos procesales 
por cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben 
adelantarse a través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales 
habilitados para efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado OSCAR GERARDO 
TORRES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.629.201 de Bogotá y 
portador de la T.P. No. 219.065 del C.S. de la Judicatura, de conformidad con el 
memorial poder visible a folio 24 del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE, 
 
  
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez  

 
 
 

Firmado Por: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, 5 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
Auto Interlocutorio No. 963 

 
PROCESO No.    76001-33-33-011-2018-00303-00 
DEMANDANTE:  FERNANDO ANTONIO MOLINA CAPOTE 
DEMANDADO:   CAJA DE SUELDOS DE RETIRO POLICIA-CASUR 
MEDIO DE CONTROL:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

LABORAL 
 
Ref. auto que aplica el Art. 13 del Decreto 806 de 2020. 
 
En el marco de la declaratoria de emergencia sanitaria decretada por el 
Gobierno Nacional por causa del nuevo Coronavirus COVID-191,  se expidió el 
Decreto Legislativo N° 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 
 
El referido Decreto, dispuso para la jurisdicción contencioso administrativa la 
posibilidad de proferir sentencia anticipada, en los siguientes eventos: 
 

“Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El 
juzgador deberá dictar sentencia anticipada:  
 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. caso en el cual correrá 
traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito.  
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 
común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 
juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 
traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes 
podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se 
dará traslado por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás 
intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o 
colusión. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición, 
deberá realizarse conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta 
petición por parte del juez, se entenderán desistidos los recursos que 
hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que 
estén pendientes de tramitar o resolver.  
 
3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 
1437 de 2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; 
la conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta de 
legitimación en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o 

                                                           
1 Mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social, declaró el estado de 
emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 
2020, medida que se prorrogó hasta el 31 de agosto de 2020, mediante la Resolución 844 del 26 de mayo ogaño, con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015. 
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se proferirá por escrito. En este caso no se correrá traslado para alegar.  
 
4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 
1437 de 2011”. 

 
De conformidad con lo anterior, una vez revisado el proceso de marras, el 
despacho encuentra procedente dar aplicación a lo previsto en el numeral 1° 
del artículo 13 del Decreto legislativo No. 806 del 4 de junio de 2020, toda vez 
que se trata de un asunto de puro derecho, pues lo que se pretende es la 
reliquidación de la asignación de retiro, por lo que no se hace necesaria la 
práctica de pruebas ya que las documentales aportadas resultan suficientes 
para resolver el fondo del asunto. 
 
En tal sentido, previo a dictar sentencia anticipada, se decretarán como 
pruebas las aportadas por las partes del proceso en las oportunidades 
probatorias previstas en el artículo 212 del CPCA y se ordenará correr el 
respectivo traslado a las partes, para que presenten sus alegatos de conclusión 
y al Ministerio Público, para que se pronuncie mediante concepto si a bien lo 
tiene, según lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 
 
En mérito de lo anterior, el Juzgado 
 

RESUELVE 
 
1. DECRÉTAR como pruebas las documentales aportadas por las partes con la 
demanda y la contestación. 

 
2. CORRER traslado a las partes para presentar por escrito sus alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del presente 
proveído. Asimismo, CÓRRASE traslado al Ministerio Público para la 
presentación del respectivo concepto, si a bien lo tiene. 
 
3. APLICAR el numeral 1 del artículo 13 del Decreto legislativo 806 de 2020 y 
en consecuencia, una vez en firme esta decisión, y habiendo trascurrido el 
término previsto para presentar alegatos de conclusión, se procederá dictar 
sentencia anticipada en el asunto.  
 
4. NOTIFICAR la presente decisión a las partes y al Ministerio Público, 
mediante inserción en estado, según lo dispone el artículo 201 de la Ley 1437 
de 2011, en concordancia con el artículo 9 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
   

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 
 
 

ÁNGELA SOLEDAD JARAMILLO MÉNDEZ 
Juez Once Administrativo de Cali  

 
 
 
 
 

Firmado Por: 
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